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			INTRODUCCIÓN

			Ve la luz un trabajo de Rafael Alvira que sintetiza un concienzudo estudio prolongado a lo largo de varias décadas. Entre los muchos campos de la filosofía en los que el autor se detuvo pormenorizadamente, quizá este de la democracia es uno a los que más pensamiento y tiempo dedicó. Son múltiples sus disertaciones académicas —clases, conferencias, seminarios, artículos, etc.— en las que, a lo largo de los años, ha tratado este tema esencial de la filosofía política. No se aborda la cuestión desde la perspectiva de la praxis política sino desde la antropología que inspira ese sistema, que pasa por ser hoy en día como el único que garantiza la libertad y la igualdad de todos los ciudadanos.

			Durante su última enfermedad, que duró tres años y que puso fin a su vida en febrero del 2024, preparó con ilusión y esforzado trabajo este libro. Se sirvió para su composición de muchos de sus trabajos anteriores, que fue recomponiendo, puliendo y entrelazando, y a los que dio un orden expositivo según un sumario previo elaborado por él.

			Le faltó darle un toque final: revisar posibles repeticiones, matizar con más precisión algunas expresiones… Este trabajo es el que hemos tratado de completar algunos de sus discípulos. Esperamos que, aunque el resultado final no sea tan brillante como seguramente lo fuera si él hubiera podido culminar el acabado, sirva igualmente para que los lectores de este ensayo puedan —apreciando la profundidad filosófica del autor— comprender mejor qué es la democracia.

			
				Los editores

				14 de septiembre de 2024

			

		
	
		
			I. Análisis de la democracia

		
	
		
			1. REFLEXIONES CRÍTICAS

			
				A) Paradojas de la democracia

				Democracia y bien común

				Como es bien sabido, el griego clásico tenía tres palabras para expresar lo que hoy llamamos pueblo: láos, démos, ójlos. Ójlos significaba un grupo de personas sin más articulación que la cercanía física y el común rechazo de algo, o la protesta contra alguien; los romanos lo tradujeron por plebs. Láos es una palabra arcaica, cuyo significado es el de un grupo humano organizado con un principio y articulación internos. El pueblo ateniense, o el pueblo judío, eran láos. Démos es una especie de palabra intermedia. Indica un grupo de población que ni es un ójlos, una plebs o “plebe”, ni tampoco tiene un principio interno de articulación, y ello porque el démos era precisamente un conjunto pacífico de meros individuos. La aldea era llamada démos también: en ella convivían pacíficamente personas, pero no era una ciudad en el hondo sentido cultural y social que le daban los griegos.

				De las tres palabras, la que menos indica lo que comúnmente se ha entendido siempre por pueblo es precisamente démos. Vemos al pueblo en forma de plebe gritar en los estadios deportivos o en las manifestaciones políticas callejeras. Entendemos que una nación fuertemente unida por vínculos culturales e históricos, como la alemana, por ejemplo, es un pueblo. O el pueblo de Dios cristiano. Pero la democracia entendida como lugar político de la convivencia pacífica de individuos libres no forma propiamente un pueblo, dado que la concepción de la libertad radical de cada individuo como base política hace que los lazos sociales sean débiles y externos. De ahí el tradicional rechazo de algunos nacionalismos, románticos y comunitarios, a la “democracia liberal”.

				El principio de unidad interna de esta es simplemente el respeto a la libertad individual y a la paz. Sin ello, la democracia liberal —e incluso también, de modo ideal, la socialista— resulta imposible de facto. Ese principio es, por tanto, el resto de bien común que queda en la democracia. En efecto, aunque él se presente como voluntad común de los ciudadanos —es decir, como una realidad subjetual—, en la realidad es indiscutible, e indisponible para la libertad de los ciudadanos, y es, por tanto, objetual u objetiva. Y, de hecho, no todos los ciudadanos aceptan ese principio. Muchos no lo quieren en su fuero interno, y otros lo combaten en forma de terrorismo.

				No es lo mismo bien común que voluntad común. Se entiende por bien algo objetivamente dado y que perfecciona al ser humano. En el fondo, de manera directa o indirecta, todo verdadero bien es común, pues la perfección de cada individuo es indisociable de alguna perfección “social”. Y se puede determinar qué perfecciona al hombre y qué le daña. Lo que hace crecer realmente al ser humano, lo perfecciona. Lo que le quita algo, aunque solo sea tiempo, le daña.

				Kant sostiene —como heraldo de la modernidad— que nada puede ser considerado en este mundo como absolutamente bueno a no ser una buena voluntad. Aquí el bien está subjetivado: lo bueno es la voluntad. Sin duda, una voluntad puede llamarse buena en cuanto quiere, precisamente, el bien. Y, dado que el ser humano es libre, el querer en sí mismo tiene un valor central. Pero se ha de notar que es posible recibir bienes, aunque uno no los quiera, mientras que es posible hacer objetivamente el mal con una buena voluntad mal educada o psíquicamente dañada.

				El punto está en que es posible determinar el bien común, pero es imposible saber si se da una voluntad común general. La única voluntad común es la que se da entre las personas que se quieren, que se aman o tienen amistad verdadera, pero ese tipo de relación no es tenida en cuenta habitualmente en política, particularmente en la política democrática.

				La ficción del bien común

				La democracia se encontró así desde su origen con el problema de que no puede aceptar más bien común que el mínimo antes señalado, pero que —a la vez— no es capaz de hacer real ni de determinar una voluntad general común.

				La consecuencia de todo ello no podía ser más que la conocida: lo único que se puede hacer es llevar a la práctica el interés común del grupo más amplio posible de ciudadanos, que es ya, en cualquier caso, particular. Es decir, en el fondo no existe más que una débil comunidad —la paz y el respeto de la libertad individual—, y lo que existe, por lo demás, es un juego de intereses particulares en lucha.

				Ahora bien, esta conclusión es dura, porque en el fondo todos saben que la vida política se puede construir solo sobre lo común. Ello ha conducido históricamente a la aparición de las diferentes formas de ficción democrática de lo común.

				Una de ellas es el discurso de los derechos humanos. Otra es la introducción del constitucionalismo escrito. Y, otra, la presunta separación del “Estado y el mercado”, es decir, el intento de conversión en esferas separadas el mundo político y el económico, intento cuya finalidad es, en este aspecto, aislar el mundo económico, en el que se da siempre esa diferencia de intereses que es normal en la vida humana, de la esfera política —hoy, el Estado— que queda presuntamente por encima de las diferencias de intereses, porque en otro caso no podría actuar de árbitro con respecto a ellos.

				En realidad, hoy día la comunidad política es una ficción estatal. Por un lado, un Estado democrático no tiene principios suficientes para crear un pueblo, es decir, una verdadera comunidad. Y, por otro, es posible y necesario distinguir la esfera política de la económica, pero es imposible separarlas. La relación que se da, por tanto, entre esas dos esferas en un sistema que las ha declarado legalmente separadas no puede ser otra que la hoy presente: corrupción. La corrupción es el uso para beneficio privado de lo común. Pero dado que ahora no se puede establecer lo común, ni la voluntad general, lo que queda de hecho son intereses particulares. El resultado es que la política se convierte en economía, y la economía usa y domina la política, salvo en tiranías apoyadas en las armas.

				Además, el par común-particular no es idéntico al par público-privado. Este último se refiere al conocimiento, y el primero a la posesión. En política, casi todo lo común debe ser público, pero no todo, pues la realidad y la prudencia política lo impide.

				En economía, lo particular, en principio, no tiene por qué ser público. Lo que sucede de hecho hoy es que, al verse sobremanera reducido el ámbito de lo común, y extendido grandemente el de los intereses particulares, la retórica sofística se convierte en fundamental para disfrazar los intereses particulares con traje de bien común, aún sin usar esa expresión. Los políticos ocultan retóricamente la verdad —es decir, esconden que han convertido lo común en interés particular y partidista—, y los que están en la esfera económica presentan como bueno igualmente lo particular, aunque a veces el bien consista sobre todo y simplemente en la necesidad de vender.

				En una sociedad completamente volcada a la exterioridad superficial, a los resultados, a la obtención del poder, la retórica adquiere el papel central que le había asignado la sofística en el periodo de la ilustración griega. Los esfuerzos de la retórica posterior, que culminan inicialmente en la gran época tardoantigua, para desarrollar el ideal del “vir bonus dicendi peritus”, o sea, de una retórica apoyada sobre lo verdadero, lo bello y lo bueno, parecen haber caído en el olvido.

				La “dignidad” de la democracia

				Solo la ética y la religión son capaces de poner las bases de una verdadera comunidad, y de dar a la vez su sentido noble a lo particular, lo público y lo privado. En ese sentido, la primera contribución de las instituciones, organizaciones y corporaciones empresariales al bien común consiste en crear unos hábitos de actuación y un ambiente social impregnados por los principios de la ética y la religión. Es un error pensar que puedan existir instituciones neutras en lo relativo a los principios. Más aún: es imposible que las haya. Nadie puede prescindir de ellos ni en lo personal ni en lo social. Lo que es menester añadir y subrayar aquí es que “religioso” no se identifica con “eclesiástico”.

				No basta cumplir reglas, es menester hacer bien el trabajo y hacer el bien con el trabajo. De esa manera, las instituciones, corporaciones y empresas colaboran al surgimiento de una verdadera sociedad civil, que es la única forma digna de lo que hoy se llama democracia.

				En la sociedad civil hay a la vez libertad individual y búsqueda del bien común. La sociedad civil es la forma política del futuro, pues es la única que enlaza bien lo común con la libertad individual: es la dignidad de lo que hoy se entiende por democracia. Y no se puede construir desde el Estado, sino desde la responsabilidad social de las empresas, de las organizaciones, de las instituciones.

				En lo que se refiere específicamente a las empresas, no es necesario ni conveniente que colaboren con la política de modo directo, aunque hay, al menos, dos modos de intentar hacerlo. Uno es la colaboración real, pero escondida, que se llama corrupción. Muchos autores, que ya en el siglo xix previeron que esta iba a ser inevitable en la democracia representativa, sugirieron la posibilidad de un organicismo político, una “democracia orgánica o corporativa”, en la cual las relaciones entre la esfera económica y la política fueran abiertas, públicas e institucionalizadas. Pero no se ha sabido hacer funcionar este sistema o no se podido, por el poder de la partitocracia.

				Así pues, la vía ha de ser considerar que la política no tiene que estar encerrada en un absoluto político, o sea, en el Estado, sino que es una función más, aunque fundamental, del funcionamiento de la sociedad civil. En la medida en que esta esté bien construida y funcione bien, la tentación de absolutizar la política será menor.

				Lo político es un elemento constitutivo de toda sociedad. La política es una función dentro de ella. Cada empresa, institución, organización es una unidad porque un elemento “político” la constituye. Y se da una función política —gubernativa— en cada una de ellas. Sin embargo, en cuanto parte de un todo político mayor, ellas no cumplen función política —gubernativa—, pero tienen la obligación de perfeccionar ese todo político, cuya articulación se llama sociedad civil, a través de su actuación moral, la calidad de su trabajo profesional, y la atención al todo social.

				Es cierto que no corresponde a cada institución u organización ocuparse directamente de ese todo social, pero una cosa es no tenerlo por tarea y otra muy distinta desatenderlo. La sociedad es siempre un todo, y cada organización ha de sentirse responsable de hacer lo que pueda para que funcione lo mejor posible. Eso le interesa, y, además, le ennoblece. Noble es quien se ocupa de lo propio y atiende a la sociedad en la medida de sus posibilidades.

				En ese sentido, lo antitético de la nobleza es el individualismo, tan extendido hoy no solo en las personas, sino también en las empresas y organizaciones en cuanto tales. Pero es un error. La nobleza no se muestra solo con la limosna, siempre necesaria y cuya forma actual son las donaciones non profit; ni solo con el mecenazgo, hoy llamado “sponsorización”; sino sobre todo en el ejemplo de una organización y una actuación conformes a los principios morales, es decir, con atención a la justicia y el bien común.

			
			
				B) Retórica populista y desconcierto económico

				El fundamento de la política

				Es un lugar común que la búsqueda básica del ser humano es la felicidad. La felicidad es la síntesis de la paz y el gozo, que se corresponden, en sentido amplio, con la seguridad y la libertad, y configuran así también la sociedad civil.

				Todo se consigue en sociedad: la paz y la seguridad dependen de ella, tanto como el gozo y la libertad, pues no hay plena paz sin seguridad —y viceversa—, como no hay alegría sin libertad —y viceversa—. Así se pensaba clásicamente, pero la Revolución vino a trastocar estas ideas.

				Según el pensamiento clásico, el primer lugar donde fructificaban todas esas dimensiones era la familia. La familia verdadera es una síntesis de pasado y futuro, de conservación y progreso o crecimiento, de paz y gozo, de seguridad y libertad.

				Cuando hay grupos formados con más personas, han de encontrarse entidades sociales más grandes, pero siempre “al modo de la familia”. Es decir, se trata de lugares en los que la diferencia de roles se da en una unidad fundamental. El clan y la patria, por ejemplo, son entidades sociales de este estilo, al modo de la familia.

				Aquello que une ha de estar necesariamente por encima de lo unido. De lo contrario, se dan solo coincidencias coyunturales de intereses. En el amor verdadero, todos se subordinan a ese amor. De ahí el concepto clásico de matrimonio y de patria. En el ejército se decía: “Todo por la patria”; en la familia se daba por supuesto.

				Con la Revolución todo cambia. Lo fijo se hace móvil —en el hábitat, la economía, el derecho, la política—; lo pasado —la herencia— deja su sitio al futuro —el progreso—; lo eterno a lo meramente temporal.

				Sobre todo, la fijeza del amor se cambia por la primacía de la libertad absoluta. Como dice Tocqueville: «En los tiempos democráticos, en medio del movimiento general de todas las cosas, lo que hay de más móvil es el corazón del hombre».

				La clave del pensamiento moderno es la libertad, entendida de modo absoluto, y ella necesita ineludiblemente la seguridad. A una libertad absoluta le ha de corresponder una seguridad absoluta. Aquí hace su plena aparición el Estado moderno, que crece hacia el totalitarismo de manera imparable, porque ese es el único modo —enorme sorpresa— de garantizar una libertad absoluta. El Estado moderno, aun en sus formas más moderadas, es, en cierto modo, “total” y esa es una de las grandes paradojas de la modernidad.

				El Estado ha de cumplir la tarea de hacer real una tesis contradictoria: que convivan en sociedad la libertad y la seguridad absolutas. Para intentar garantizarlo recurre al expediente de separar la “esfera privada”, la economía, a la que pone unas reglas de funcionamiento en orden a la igualdad, de la “esfera pública”, en la que la libertad queda restringida por el sistema representativo —ya que el “asamblearismo” es imposible— y la división de poderes —en la que queda por decidir cuál es el supremo—.

				Pero el problema principal está en que se disuelve la patria, o se hace meramente circunstancial, dado que, en la libertad absoluta, el principio de cohesión social ya no es la familia. Falla entonces la base sobre la que construir una política armoniosa. El “Estado nacional” es hoy una ficción, no solo por la crisis del Estado, sino porque con una filosofía política individualista la realidad de la nación se disuelve.

				Retórica y desconcierto

				Se disparan entonces todos los sistemas descompensados: la “huida “hacia delante” —liberalismo, riqueza, libertad; es decir, que la riqueza nos arregle todos los problemas—; o “hacia atrás” —socialismo, control, igualdad; o sea, que el Estado lo arregle todo—. ¿Quiénes son los conservadores y quienes los progresistas? Depende de si se habla de política o de economía.

				Ahora bien, ahí ya no tiene sentido hablar de patria en sentido operativo político, aparte de que la nación no es lo mismo que la patria. Esta tiene por base una sociedad familiar y corporativa, todo lo cual no está en democracia. Y la política se convierte simplemente en un juego de poder. Para alcanzarlo, se recurre, como es lógico, a la retórica populista, que es la que da votos. No a la retórica de la “nación”, que ya no tiene sentido.

				Pero luego, hay que cumplir. Y para cumplir hace falta dinero, y el dinero lo generan las minorías “liberales”, que pierden las votaciones. Esas minorías resultan, sin embargo, necesarias. Y, sin embargo, ocupadas solo del dinero, rompen las reglas del juego, precisamente porque su fin principal es conseguir dinero. Resultado: el desconcierto económico, por la inevitable tendencia a eludir las reglas y la ética, todo lo cual, por lo demás, se aprende a observar solo en familia.

				Los gobiernos populistas no pueden prescindir de sus “enemigos” liberales, aun sabiendo que ellos se saltan las reglas. Entre otras cosas porque sin ellos no se genera riqueza, y también porque los partidos populistas les deben mucho dinero a los bancos y a los acuerdos “por debajo de la mesa”.

				Al final, la única solución que se ofrece es: prometer mejores reglas y mejor comportamiento, logrado con más vigilancia. Es obvio que eso son soluciones transitorias y, sobre todo, que, en la forma propuesta, siguen quitando la presunta libertad absoluta. “Más reglas y más control” es igual a menos libertad. Pero es que, además, ningún Estado es capaz de generar mejores acciones éticas. Eso se logra en sociedad, a través de las familias y las corporaciones, todas las cuales están agredidas en su espíritu y en su existencia misma tanto por el afán desmedido de riqueza como por el totalitarismo más o menos encubierto del Estado.

				Ética y religión

				La única salida real está en la ética y la religión. La ética no tiene sustituto válido posible. La ley y los castigos tienen sentido para completar la eficacia social y personal de la ética, pero es ilógico pensar que la pueden sustituir. Sin ética, la ley es simplemente un instrumento para reforzar el poder del que ya lo tiene. A su vez, la ética sin el apoyo de la religión no es suficientemente práctica. Nadie obedece bien a la razón pura. No hay sustituto válido tampoco para la religión, como tal vez ha comprobado ya Habermas, que lleva años buscándolo.

				La política actual, falta de fundamento ético y religioso verdadero, no es más que un arte de emocionar a las masas con retórica populista, unida a la corrupción de hacer después tratos bajo mano con aquellos a los que se ataca en los discursos: los que tienen el dinero, los cuales, a su vez, infectados por la misma carencia de ética y religión, caen en un desconcierto progresivo, pues no saben cómo generar la confianza sin la cual la economía es imposible de vivir.

				Sin duda, no todo es así. Hay una insistencia en lo negativo que la realidad diaria puede contradecir, en mayor o menor cantidad de casos. Pero esos tintes negros son necesarios porque, desde el punto de vista formal, como se usa decir en filosofía, o de fondo, no ha cambiado nada y, por consiguiente, el peligro de que esos males sucedan sigue abierto. No es posible suprimir el peligro de este mundo, pero hay estructuras que lo dificultan, mientras que otras lo facilitan.

			
			
				C) Problemas éticos de la democracia

				La ética y el papel de los partidos políticos

				Generalmente, ser denominado persona partidista tiene una connotación negativa. A pesar de que el concepto clásico de bien común ha sido ampliamente marginado en la literatura política contemporánea, la naturaleza se resiste a ser maltratada: ser “hombre de parte” no está bien visto.

				Y, sin embargo, los partidos surgieron como necesidad ineludible de la democracia representativa. Como consecuencia, fue preciso, primero, intentar mostrar que el propio partido era el que tenía razón, es decir, el que representaba la opción del “bien común”, aunque no se lo comprendiera como tal. Más tarde, tras la crisis de la racionalidad y de las ideologías, el partido ya no puede legitimarse socialmente solo por su ideología y su programa, sino también y sobre todo por su capacidad de dar respuesta efectiva a los problemas y a los deseos más generales de una sociedad.

				Si realiza esto último en la medida de lo posible, demuestra que es un “partido no partidista”. Es partido solo en el sentido de que tiene su gente y sus ideas, pero no en el sentido de “partidismo parcial”, que le haría distanciarse de cualquier sentimiento —por mínimo que fuera— de bien común.

				Y en los mejores partidos actuales existe, efectivamente la conciencia clara de que deben actuar así, y lo intentan. Esto puede ser interpretado como pragmatismo político en orden al mantenimiento del poder, pero también como acto de responsabilidad moral. En realidad, la línea entre la justa y necesaria búsqueda de la oportunidad y el oportunismo es frecuentemente difícil de precisar desde fuera, y así lo ha sido siempre. Pero no es justo pensar que todos los políticos son oportunistas y, en cualquier caso, lo relevante aquí es que tanto el acierto en la oportunidad como la astucia oportunista se mueven en el plano ético. Es decir, que es imposible excluir la ética de la acción política.

				Esta última tesis, por más que suene contraria a los principios mismos de la filosofía política moderna —que nació precisamente con el intento de separar ética y política— es evidente. Cada acción humana tiene su ethos propio, su modo y contexto connaturales, y no hay ninguna que no lo tenga. Cuando se pide la exclusión de la ética no se puede, por tanto, querer que desaparezca en general, sino que se busca solo que la acción no tenga implícitos transcendentes, es decir, que una “ética religiosa” o “universal racional práctica” no juzgue ni esté presente de algún modo en la acción política.

				Lo imposible de esta pretensión ha hecho que en los últimos años haya entrado explícitamente en crisis la idea moderna de la presunta inmunidad y neutralidad éticas de las actividades políticas y económicas. No solo se ha visto con más claridad que cada esfera de acción tiene su propio ethos, y que por tanto no son posibles una política y una economía meramente “técnicas”, sino que cada vez es más claro que el ser humano es una unidad, y que los implícitos éticos profundos no pueden ser marginados, ni es posible separar ética y política, aunque se deban distinguir.

				Como es sabido y queda ya dicho, los partidos son instituciones características de la democracia representativa. Esto parecía al principio “un hierro de madera”, pues muchos consideraban que la representación era incompatible con el principio fundamental democrático de la soberanía popular. Efectivamente, el soberano no puede ser representado en lo que respecta al poder en cuanto tal, y es imposible gobernar sin poder.

				La representación es una mediación, pero el primer rasgo definitorio de todo poder es su originariedad, su carácter de origen. Ahora bien, carece de sentido, no es posible, prestar a otro la originariedad; se puede dar, en cuyo caso, no se tiene ya, pero otro no la puede ejercer por ti: puede solo cumplir tu voluntad.

				De esta sencilla verdad se derivan al menos dos consecuencias —o dos vertientes de una misma consecuencia— que percibimos en la política moderna: una es que los representantes se independizan, en cuanto son elegidos, de su propio electorado; otra, que ejercen el poder desde sí mismos.

				La democracia representativa tiene algunos problemas constitutivos de gran calado:

				
						¿Cómo se especifica una verdadera voluntad —imprescindible como base para el poder— del pueblo soberano, teniendo en cuenta que este está formado —por definición— por una agregación informe de individuos libres y autónomos?;

						¿Cómo retiene el pueblo su poder soberano si utiliza representantes?;

						¿Cómo puede un representante gobernar sobre su propio mandatario?;

						¿Cómo encontrar, en los países de población numerosa, el modo de que el pueblo elija adecuadamente a sus representantes?

				

				Los cuatro problemas —en realidad, variaciones de un mismo tema— se han intentado solucionar de modo directo:

				Mediante la permanencia de las asambleas; a través del continuo diálogo libre de dominio (Habermas); o con el recurso a la consulta permanente por Internet;

				Mediante el intento —rousseauniano— de convertir el representante en mero ejecutor de un mandato determinado; o por el ejercicio de la “filosofía revolucionaria de la revolución”, que iguala al pueblo con sus electos;

				Mediante la esperanza —por ejemplo, marxiana— de que el gobernante solo tenga que administrar cosas, y no gobernar personas; o a través de la ficción de que el gobierno es un servicio general al pueblo, y no una dirección real de personas concretas;

				Mediante la multiplicación de las circunscripciones electorales, y el subsiguiente acercamiento de los candidatos a los electores; o a través de una información más precisa, detallada y exhaustiva acerca de los aspirantes.

				Prácticamente todas las soluciones directas se revelan como inaplicables o incongruentes. Por tanto, es necesario buscar soluciones indirectas, es decir, mediadas por instrumentos creados al efecto. Ahora bien, ahí hace su aparición la “ética de primer nivel”, pues los que preparan y luego utilizan esos instrumentos han de respetar la intención fundamental del sistema democrático, que no es otra que la de colocar la soberanía en manos del pueblo.

				Dado que los partidos han cristalizado como pieza clave de la democracia parlamentaria, a ellos compete en gran medida la tarea de ejercer —y educar a la sociedad en su uso— la “ética democrática”. Se trata de ajustar las propias acciones lo más posible al respeto de la voluntad popular.

				Como es sabido, los partidos adquieren fuerza progresiva durante el siglo xix y primera mitad del xx, y se convierten en pieza básica a partir de la Segunda Guerra Mundial. La causa de ello está en la conexión profunda de los problemas aquí señalados como 1) y 4).

				La dificultad de individuar claramente la voluntad popular va pareja con la de individuar los representantes. Mientras hubo democracia censitaria y los votantes eran pocos y acaudalados burgueses, los partidos no eran más que instituciones privadas que intentaban influir, pero el poder político venía a coincidir con el poder socioeconómico real. Pero con el sufragio universal se rompe esa ecuación, y los partidos se convierten en pieza progresivamente imprescindible para el funcionamiento del sistema.

				Con el sufragio universal se hace mucho más posible y verosímil:

				
						Que el poder político no coincida con el poder social real;

						Que el pueblo no conozca a los candidatos.

				

				De ahí la relevancia de los partidos; y de ahí también su gran responsabilidad ético-democrática. En concreto, y con respecto a los dos problemas últimamente aludidos, se puede apuntar:

				1) Los partidos procuran, a la vez, recoger la opinión pública e influir en ella. Aquí se impone una tarea ética difícil e ineludible: procurar acertar con lo que es verdadera voluntad popular, por debajo de vaivenes circunstanciales, y “empujar” dicha voluntad en una dirección que pueda ser llamada verdaderamente popular, es decir, verdaderamente buena para el pueblo. Ese respeto fundamental no siempre está presente, debido en el fondo a que se piensa —a diferencia de lo que se dice— que no existe una voluntad popular propiamente dicha, sino solo estados de opinión, que son los que conviene averiguar, promover o manejar en orden siempre a la victoria en las urnas.

				2) Al ser los partidos estructuras permanentes que tienen intención —y hasta necesidad— de perpetuarse, se llenan con relativa facilidad de compromisos personales, pues necesitan gente y apoyos fijos. Dado que, además, un parlamentario con frecuencia no juega apenas otro papel relevante que el de votar en el parlamento, los partidos pueden presentar, para las elecciones, a personas que no son ningún espejo ni del ni para el pueblo. Lo mismo, aunque en menor medida, puede suceder con respecto a otros cargos y posiciones.

				

				Los partidos tienen también aquí una tarea ética de cierta dificultad: ser realistas en la elección de su propia gente, es decir, seleccionar gente útil para el partido, y lograr, al tiempo, que sean buenos representantes populares.

				En realidad, estos dos problemas, que exigen respuestas ético-democráticas serias, tienen relación con uno de los problemas básicos de la democracia representativa, a saber, la falta de coincidencia entre el poder político y el poder social real.

				Un partido —y los partidos son, sin embargo y como queda dicho, imprescindibles en la democracia representativa— no puede sobrevivir bien, y tal vez ni siquiera existir, sin los apoyos económicos y mediáticos suficientes. Si no los tiene, tendrá que buscarlos, y eso supone establecer compromisos. Aquí los partidos de masas, y sobre todo los de izquierda o centroizquierda, se encuentran generalmente con muchos más problemas que los de derecha.

				Puesto que la economía socialista no funciona, se ven obligados a presentar un programa de izquierda, pero a intentar después poner en marcha un sistema económico más bien de derechas. Y, además, han de pagar a los que dieron dinero al partido, que no suelen ser los pobres. Por si fuera poco, con frecuencia los izquierdistas poco adinerados que llegan al poder quieren aprovechar la ocasión. En esas condiciones no resulta fácil ajustar las acciones de modo ético y democrático. Es relativamente asequible —y lo hemos visto— que con un gobierno así saquen ventajas perfectamente legales algunos que ya estaban arriba de la escala social —y que tal vez subvencionaron al partido—, y saquen ventajas ilegales algunos miembros económicamente más débiles del mismo partido.

				De modo análogo, vemos a un partido sostener la voluntad popular en una dirección hoy y mañana en otra contraria si eso es bueno para sus propios intereses como partido. Estos cambios pueden a veces no ser en sí mismos éticamente incorrectos, pero provocan con frecuencia el desconcierto de los electores.

				Es decir, la relación “economía-medios de comunicación-partidos” es imposible de evitar y provoca continuos problemas éticos, que son, a la vez, políticos y económicos. La dificultad más seria está en que toda actitud ética viene orientada por una obligación o compromiso fundamental, y en este caso la obligación es con respecto a una voluntad popular cuyo contenido no es, con frecuencia, suficientemente claro.

				En relación con los problemas antes enumerados como 2) y 3), la dificultad es menos espectacular para el gran público, pero no es menos real e implica igualmente a la ética de modo profundo. Se trata del tema de la potestad y su carácter legítimo o no.

				Como se señaló aquí al principio, no tiene sentido que un representante gobierne a su mandatario. Un verdadero representante actúa siempre —como bien subraya Álvaro d´Ors— ante terceros: representa a alguien ante otro. Entonces, si el gobernante no puede ser en verdad un representante del pueblo, pero, a su vez, sostiene que su potestad es legítima porque le viene del pueblo, estamos ante una cuestión ética escondida, la cual se hace patente a través del problema de la obediencia o desobediencia civil.

				¿Por qué ha de aceptar un ciudadano las disposiciones del gobierno? Si lo hace por miedo a la violencia de un castigo o por ventajas de algún tipo —económico, por ejemplo—, no obedece por verdadero respeto a dicho gobierno. Se respeta solo la legitimidad, pero el problema, como queda dicho, es que aquí la legitimidad es formalmente proveniente del pueblo, pero no en realidad. Y da incluso igual que el gobierno haya sido elegido pacífica y mayoritariamente: en cualquier caso, las decisiones que toma son suyas y no del pueblo.

				Se puede decir que el gobierno ha de rendir cuentas de lo que hace ante las leyes y ante la opinión pública, y que esto garantiza al menos que, efectivamente, la última potestad reside en el pueblo. Sin duda hay algo de verdad en ello: no es fácil ni oportuno para un gobierno, generalmente, enfrentarse a la ley y a la opinión pública. Pero con frecuencia el problema no es tan difícil: un gobierno puede cambiar las leyes e influenciar la opinión.

				El Estado de derecho no presenta problemas: al gobierno le basta con ajustar la ley para estar siempre dentro del derecho. También la opinión se puede reajustar, aunque esto sea más difícil.

				Lo decisivo es que si todo esto se puede hacer con ciertas posibilidades de éxito es señal de que la potestad última no está realmente en el pueblo. Y eso es lo que sospecha mucha gente. De ahí la crisis de decepción popular, tan comprobada en las encuestas y por los múltiples y diarios intentos de pequeñas o grandes desobediencias civiles, que contrastan fuertemente con la doctrina oficial de partidos y medios de la opinión pública, todos los cuales no solo mantienen la tesis de la soberanía popular, sino que incluso tienen una tendencia progresiva y muy clara a dogmatizarla.

				En efecto, la doctrina política vigente hoy deja abierto un campo muy amplio para las opiniones, y defiende la tolerancia, pero no admite discusión sobre la idea y forma de la democracia misma. Eso significa que ella está simplemente dogmatizada y convertida en la fuente de toda potestad legítima. Pero sin saberse bien en qué consiste.

				Ahora bien, gobernar, dirigir personas, tiene en sí algo ineludiblemente religioso, por cuanto implica confianza verdadera y entrega de la voluntad —del gobernante al gobernado y viceversa—.

				
				
				
				
				
				
				La ética en la estructura sociopolítica de la democracia

				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
			
			
				D) Dificultades en la fundamentación de la democracia

				
				
				
				
				
				
				
				
				
						En primer lugar, dejar a las instituciones “anteriores” su derecho a dar libertad y seguridad a sus miembros, sin interferir en su acción;

						Reconocer que los derechos de las instituciones están al mismo nivel que los de las personas. En efecto, si el ser humano es social por naturaleza, ni siquiera puede existir un verdadero ser humano sin su “pertenencia radical” a una sociedad —la familia en primer lugar—.

				

				
				
				
				
				
			
			
				E) La crítica al liberalismo: Carl Schmitt

				
				
				
				
				
				
				
						lo heredado culturalmente, el conjunto de lenguajes compartidos, la cultura como recepción (pasado).

						lo aceptado en común como constitución y como legalidad, conjunto de normas apoyadas en la autoridad de aquella (presente).

						lo proyectado o buscado con los otros miembros del pueblo, los fines y objetivos perseguidos en común (futuro).

				

				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
			
			
				F) La corrupción y el escándalo

				
				
				
				
			
			
				G) Sobre el origen estructural de la corrupción

				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
				
			
		
	
		
			EPÍLOGO:
 EL GOBIERNO DE UNA SOCIEDAD CIVIL

			La primera cuestión es qué entendemos por gobierno. Es una acción que se justifica para mantener unidas las partes de un todo. En el sentido más estricto, un todo —un grupo— humano. El ser humano existe con libertad individual y necesidad social. Combinar ambos factores en un número apreciable de personas que conviven, no es algo que surja de modo automático. Hace falta alguien que se haga cargo de ese trabajo, y le llamamos gobernante.

			Recientemente ha pasado a uso habitual un término antes apenas usado: gobernanza. Tal palabra esconde un deseo de superar la dificultad que implica el “forzar” individuos a trabajar o vivir unidos, mediante un sistema o método que lo logre de modo suave. La solución se busca en una estructura ideada hasta el detalle para evitar tensiones, unida al entrenamiento o formación suficiente para ello. El resultado sería, por decirlo así, que la Organización funcionara como los modernos automóviles sin chófer. Se habría logrado con ello, a la vez, algo inaudito: la democracia en el mundo del privatismo.

			La gobernanza vendría, a la vez, a lograr el ideal, con tanta frecuencia incumplido, del gobierno basado en la virtud. Si esta impregna el actuar de dirigentes y dirigidos, todo parece fluir de modo suave, sin rozamientos, pero no es fácil alcanzar el nivel suficiente. La pregunta es entonces si, efectivamente, hemos de conceder que la gobernanza es la mejor posibilidad. Y, para intentar responderla, es preciso acudir a la problemática esencial de todo gobierno, que consiste —como ya va señalado— el trabajo de armonizar una pluralidad de elementos.

			Como dice Platón, la sociedad es como un “hombre en grande”. Por eso, hace buena a una sociedad lo que puede satisfacer a cada persona. Y lo que todos buscan es paz y libertad que, unidas, dan la seguridad. Paz y libertad en el plano interior van necesariamente unidas; en el exterior, pueden ir en uno, en ambos o en ningún caso. Una vida bien orientada concede paz y libertad interiores, pero el ser humano aspira a que en lo exterior se den las condiciones para poder gozar de ellas en su totalidad.

			La virtud es la fuerza que me hace alcanzar los bienes aludidos en mi interior. El gobierno político —en el sentido más amplio y profundo de este término— me lo facilita en lo exterior. Facilitar significa que desde fuera se puede ayudar, pero no generar la virtud, pues ello requiere de la colaboración libre de cada sujeto. El buen gobernante logra paz y libertad exteriores y pone con ello las condiciones para que sea más fácil descubrir y procurar hacer propia la vida virtuosa.

			Si falta la virtud en un ciudadano, podrá tal vez tener la suerte de vivir en un régimen con un buen nivel exterior. Eso le ayudará en su vida, pero, si en vez de impregnarse del buen ambiente, sigue con su falta de paz interior, no solo se estará haciendo daño a él, sino que empujará hacia peor a la sociedad circundante. El problema serio surge cuando hay mucha falta de individuos virtuosos. Entonces, como escribió brillantemente Donoso Cortés, al bajar el termómetro de la virtud, surge de modo inevitable el del gobierno como represión. Y si incluso los propios dirigentes sociales no creen en la realidad de la virtud, entonces el único remedio a esa inclinación es el ya señalado invento de la gobernanza. Con todo, los instrumentos, por muy buenos que sean, dependen en su uso de los que los manejan, de manera que es perfectamente pensable que la gobernanza, con sutil habilidad, sea empleada en forma tiránica.

			Lo primero que el gobernante ha de hacer es estudiar el grupo humano que ha recibido a su cargo. Nadie puede gobernar si no es aceptado, aunque sea mínimamente y de mala gana. Aquí hay una primera tarea bien difícil a veces: “ganarse” a ese grupo sin hacer concesiones que después le puedan ser reprochadas si no las cumple. Solo en casos extremos se puede jugar la baza de no enseñar lo fundamental del propio juego, y ello cuando se está cierto de que —una vez que se ha consumado el engaño— se vea claramente que era necesario para el bien de las personas, y no para mantenerse en el poder.

			Toda Organización tiene un cuerpo y un alma. Es propio del gobernante, una vez que ha estudiado a su gente, estudiar con precisión cuál puede ser el propósito, como ahora se le suele llamar, planteado con realismo, de una Organización, para lo que necesita claridad en el “alma” —la idea motriz— y el cuerpo que, a su vez, tiene dos partes: la ya aludida base humana y las condiciones materiales.

			Con respecto a esto último, es necesario usar la prudencia. No ser derrochador ni corto de miras, no exigirse demasiado ni demasiado poco. En general, es bueno arriesgar razonablemente. Todo emprendimiento implica una cierta locura para abrir paso a algo nuevo. Pero eso tiene también sus límites y uno principal: que el fracaso del proyecto no lo tengan que pagar otros.

			Necesita el gobernante también una sabiduría acerca del espacio y el tiempo. Con respecto al espacio, ha de tener en cuenta primero el espacio en general, tanto físico como psicológico y espiritual. Si bien ahora parece que este punto pierde relevancia, a consecuencia de los avances tecnológicos y el trabajo on-line, sigue teniéndola. Ninguna presencia “virtual” puede sustituir plenamente a la real. Es necesario que haya relación directa entre los miembros de una organización. Se entiende con facilidad que la situación física de la empresa influye mucho a la hora de organizar sus comunicaciones de todo tipo. Y también el entorno físico y humano, así como el sistema de comunicaciones, todo lo cual contribuye a configurar un elemento central, que es el ambiente.

			Cada detalle es importante. Un grupo de buenos cuadros, un color suave en las paredes, la luz, etc. influyen tremendamente en el estado de las personas y, por tanto, en el gusto por su trabajo. Y, desde otro punto de vista, saber colocar cada persona en el lugar en que pueda encontrarse más feliz y, por ello, rendir más y mejor sin estar forzado. Con respecto al tiempo, hay que saber dosificar el tiempo y los tiempos, no solo de cada uno, sino del conjunto. Una Organización es como una orquesta, cuyo director ha de lograr que cada instrumento suene en y cómo el momento adecuado del conjunto lo pide.

			Por otra parte, las pequeñas acciones que traslucen la virtud y el espíritu de los gobernantes son los despertadores ejemplares que van elevando el tono del grupo humano. En particular, quienes gobiernan han de mostrar su amor al trabajo, y al trabajo bien hecho, pero nunca por sí mismo ni por deseo de riquezas, sino por lo que aporta al bien común, que es también el del que lo realiza.

			Entrando de lleno en el tema de las virtudes, hay que recordar la doctrina clásica y no superada. Hay una nuclear, una introductoria y otras dos coadyuvantes. Se necesita primero el juicio prudencial, sin cuyo aviso no hay acción virtuosa posible. Con todo, el fin y núcleo central de todas ellas es la justicia, virtud de amplio espectro y que no se refiere solo a la “igualdad matemática” entre el dar y el devolver. Para vencer las dificultades “externas” que plantea la acción de la justicia, hace falta tener fortaleza, valentía. Para superar las internas, templanza.

			Un gobernante que ha procurado ir adquiriendo y perfeccionando las virtudes, que estudia la gente y los problemas y que busca el bien común, recibe de Dios un triple regalo añadido: adquiere grandeza de ánimo —la virtud por excelencia para Séneca—, la visión y la serenidad. Se podría decir que son los caracteres que marcan a un gran gobernante. Existe una prueba “a contrario” de esta última afirmación: un dirigente con alma y visión mezquina, inconstante e intranquilo, destruye cualquier Organización en poco tiempo. Hace la vida imposible, al conseguir que impere el desconcierto.

			Lo normal es, además, que toda empresa se enfrente a múltiples dificultades que convierten en quimera el planteamiento democrático de ella. Su estructura se parece más a los grupos políticos antiguos y medievales. Hay alguien que ha de encarnar la empresa. Si de verdad lo hace, será capaz de transmitir generosamente la sangre que lleva dentro a los miembros de la Organización. Solo si lo consigue, ella funcionará con vida propia, porque no tendrá solo modos de hacer comunes, sino una fe común.

			El problema del espíritu democrático y de la Gobernanza es que no hay sentido de co-pertenencia, ni capacidad de sacrificio. Hay asepsia y mero cumplimiento. Desde que el Estado empieza a regular la vida económica, la “verdad” de la empresa comienza a diluirse. Ella ya no se posee a sí misma, ni puede pedir nada especial a su gente. La vida económica actual juega entre su falsificación —vía socialista-estatalista— o su existencia enfermiza —vía liberal-capitalista—. En esta última hay posesión y responsabilidad, pero falta co-pertenencia. La primera es una falsedad constitutiva, en la que la política sustituye a la economía.

			El gobernante no puede legitimarse por el Estado, que le da solo una legalidad, ni por el pueblo, que es una ficción, ni por su trabajo en orden a la Organización —aunque la mejore y la enriquezca—, sino por su recta orientación al bien común, su buen hacer virtuoso y su aceptación. Al faltar hoy día con frecuencia esos tres elementos, y transmitirse ese estilo descuidado de la jerarquía a la gente, cristaliza una cultura cada vez más pragmática, con una lucha subterránea por el poder, sin atención a nada más.

			Esa bajeza aparece en los tres mundos “transcendentales” de la realidad. Hay una estética social y política de muy bajo tono, en el habla, en el vestido, en el gesto, en las costumbres; desprecio y desinterés por la verdad y por el saber verdadero; olvido progresivo del bien. El ser humano necesita, desde su nacimiento, espejos en donde mirarse, para aprender. Ejemplos vivientes, en las tres columnas sociales: familia, magisterio, sacerdocio. Una sociedad con gobernantes de calidad empieza a mejorar casi sin darse cuenta, y no solo por las disposiciones concretas de tal gobierno, sino también por el tono personal que los dirigentes irradian.

			Ellos serán los que produzcan mejoras verdaderas, aunque lleven un poco más de tiempo que las de algunos liderazgos efectistas. Son actitudes de fondo que se transmiten por el ejemplo, y ya de modo osmótico. Se descubre pronto un amante del saber: no repite mecánicamente, sino que vive lo que estudia. Y como la vida humana es diálogo, en clase quien más aprende es un buen maestro, pues siempre hay oyentes de atención dispersa, o pequeña. No siempre es fácil encontrar un “espíritu atento”, como escribía Descartes.

			Y más aún, si cabe, sucede con el bien. Quien procura hacerlo mejora con cada acto su bondad, aunque con frecuencia las personas beneficiadas no lo agradezcan. Un gobernante que pone esfuerzo, estudio, corazón en su vida y en su acción, está elevando el nivel de una sociedad.
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